
“COSTA RICA, SIN INGREDIENTES ARTIFICIALES”: 
EL ROL DEL ESTADO EN LA EXPANSIÓN DEL TURISMO 

RESIDENCIAL EN LAS ZONAS COSTERAS1

María Paula Barrantes Reynolds
Correo electrónico: mapbr1@le.ac.uk

Recibido: 7/8/12 Aceptado: 30/11/12

 
Resumen

El objetivo de este artículo es analizar el papel del Estado de Costa Rica en la 
expansión del turismo residencial en Guanacaste para examinar las tensiones entre 
su política económica neoliberal y su política ambiental. Para lograr este objetivo se 
recurrió al análisis de entrevistas, al análisis jurídico-doctrinal del marco normativo 
costarricense en lo atinente al turismo residencial y al medio ambiente, y a la 
revisión de informes oficiales del Estado y de medios de prensa escrita costarricense. 
El artículo muestra cómo el Estado costarricense tuvo un rol protagónico en la 
expansión del turismo residencial en las costas del Pacifico costarricense durante los 
años 2002 a 2007, lo que está en contradicción con el modelo de desarrollo sostenible 
establecido en su ordenamiento jurídico.

Palabras clave: Turismo residencial, desarrollo sostenible, modelo económico 
neoliberal, Guanacaste.

Abstract

This article analyses the role of the State in the expansion of residential tourism 
in Guanacaste. In doing so, it also examines the on-going tensions between Costa 
Rica’s neoliberal economic model and its environmental policies. To that end, 
this study draws upon interview analysis, doctrinal legal analysis of Costa Rica’s 
normative framework in relation to residential tourism and the environment, 
and an examination of official State reports and Costa Rican newspapers. This 
article argues that the State of Costa Rica played a central role in the expansion of 
residential tourism in the Pacific coastal area of the country during the years 2002-
2007. Moreover, in playing such a role, the State acted in opposition to the sustainable 
development model set out in its own Constitution and legislation.

Key words: Residential tourism, sustainable development, neoliberal economic 
model, Guanacaste.
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1.	 Introducción
El Estado de Costa Rica se ha caracterizado en las últimas tres décadas por 

proyectar al mundo una imagen de “Estado Verde”, es decir un Estado que prioriza 
la protección del medio ambiente. No obstante, el siglo XXI en Costa Rica ha estado 
marcado por un creciente número de conflictos socio-ambientales en torno a las activi-
dades económicas promovidas exitosa o infructuosamente por el Estado. 

Entre las iniciativas que han generando conflictos se encuentran la explota-
ción petrolera en el Caribe, la explotación minera de oro, el cultivo de la piña para la 
exportación por parte de compañías transnacionales, la construcción de proyectos hi-
droeléctricos en territorios indígenas y, finalmente, el caso que se desarrollará en este 
artículo, el ingreso de la inversión inmobiliaria y de los grandes resorts de playa a las 
zonas costeras del Pacífico costarricense. Todos estos conflictos colocan en el tapete los 
dilemas de un Estado cuyo marco jurídico prioriza la conservación ambiental, pero 
que a la vez ha asumido un modelo de desarrollo económico neoliberal que requiere 
que el Estado cumpla una serie de funciones con el objeto de promover el crecimiento 
económico y la inserción del país en el mercado global. 

El argumento central de este artículo es que en Costa Rica la política turística de 
“mega-proyectos” de finales de los años noventa y la política económica de entrada irres-
tricta de inversión extranjera directa permitieron que se diera en la provincia de Guanacaste 
(Ver Mapa 1) un auge sin precedentes en Centroamérica del negocio del turismo residen-
cial, lo cual está en contradicción con la política ambiental costarricense. El negocio del 
turismo residencial se define como la producción de espacios urbanos en zonas turísticas o 
con potencial turístico (PRISMA, 2007: 2; Mazón y Aledo, 2005: 18). Su modus operandi es la 
compra a bajo precio por parte de agentes de bienes raíces y desarrolladores de terrenos en 
zonas con potencial turístico. Estos terrenos son luego convertidos en torres de condomi-
nios, casas de lujo, comunidades cerradas (gated communities) y amenidades turísticas, y son 
vendidas a un alto precio a extranjeros y nacionales. Es un negocio que ha proliferado en las 
zonas costeras alrededor del globo y que en el continente se encuentra presente en países 
como México, Guatemala, Panamá, Nicaragua, Ecuador, Belice y Brazil. 

Si bien cuando se realizó este estudio no había investigaciones que examinasen 
la relación entre el turismo residencial y el desarrollo sostenible, sí existen varios traba-
jos de investigación que cuestionan los beneficios de este sector y sugieren que el turis-
mo residencial ha tenido un impacto ambiental negativo en países como México, Brasil 
y España (González Torreros y Santana Medina, 2009; Pugliese Larrabure, 2009; Mazón 
y Aledo, 2005; Huete, Mantecón y Mazón, 2008). Propiamente en América Central, se 
han analizado los conflictos por tierras y bosques entre proyectos de conservación y el 
negocio del turismo residencial en Nicaragua, Honduras, El Salvador y Panamá (PRIS-
MA, 2007; Gómez, Kandel y Morán, 2009), y el impacto negativo del turismo residencial 
en las comunidades y ecosistemas costeros (Mateucci, Lund-Darlacher y Beyer, 2008, 
para Nicaragua). En el caso de Costa Rica, existen algunos trabajos de investigación 
sobre la expansión del sector, su regulación inapropiada por parte del Estado y su im-
pacto en el medio ambiente y las comunidades costeras (Román Forastelli, 2007; Salas 
Roíz, 2008; Programa Estado de la Nación, 2008; Astorga, 2009; Castro Córdoba, 2008; 
Ramírez Cover, 2008). Estos trabajos ponen en tela de juicio los potenciales beneficios 
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económicos del sector del turismo residencial y proponen que estos deben ser contras-
tados con las pérdidas ambientales, económicas y sociales que este tipo de inversión 
genera en términos de desplazamiento de la población, la destrucción de ecosistemas, 
la alteración del paisaje natural, e incluso la inversión que requiere al Estado la cons-
trucción de infraestructura y otorgamiento de incentivos al sector (Gómez, Kandel y 
Morán, 2009; Honey y Krantz, 2007; Honey, Vargas y Dunham, 2010; Matteuci, 2011). 

El presente artículo se basa en una investigación cualitativa que parte de ese 
estado de la cuestión y que fue realizada durante los años 2009 y 2010. El objetivo de 
dicha investigación fue analizar la relación entre el negocio del turismo residencial y el 
modelo de desarrollo sostenible costarricense, así como examinar en detalle el manejo 
que el Estado hizo del turismo residencial durante su periodo de auge en Guanacaste 
(Barrantes Reynolds, 2010). La investigación se basó en el análisis de datos e informes 
del Estado costarricense en cuanto a la inversión extranjera directa, el ingreso de turis-
tas al país, datos sobre construcción, planeamiento urbano, manejo del recurso hídrico 
y rendimiento institucional. En segundo lugar, se recurrió a medios de prensa escrita 
costarricense para identificar los conflictos socio-ambientales en torno al turismo resi-
dencial. Seguidamente, se realizó un análisis jurídico-doctrinal del marco normativo 
del Estado costarricense en lo atinente al medio ambiente y a la regulación del turismo 
residencial. Por último, dicho análisis fue contrastado con informes del Estado y el 
análisis de las entrevistas sobre el manejo del sector durante el periodo de estudio. 
En total se analizaron veinticinco entrevistas semiestructuradas realizadas durante 
los meses de julio y agosto de 2009 a tres diferentes sectores: agentes del Gobierno 
(ministros, alcaldes, funcionarios del Instituto Costarricense de Turismo), al sector pri-
vado (desarrolladores, representantes de cámaras de bienes raíces, representantes de 
cámaras de turismo y de desarrollo inmobiliario, abogados especialistas en la compra 
y venta de segundas viviendas en Guanacaste), miembros de la comunidad (líderes 
comunales y representantes de asociaciones de turistas residenciales) y miembros de 
organizaciones ambientalistas no gubernamentales. 

Este artículo se enmarca también en la literatura reciente que explora la re-
lación entre neoliberalismo y turismo residencial en Guanacaste y Centroamérica 
(Jackiewicz y Craine, 2011; Van Noorloos, 2011; Janoschka, 2011). Sin embargo, a di-
ferencia de estos trabajos en los que se enfatiza el comportamiento del turismo resi-
dencial y su transformación del espacio, este artículo se centra en el rol del Estado en 
el manejo del sector y se detiene en el análisis detallado de las políticas y el marco 
regulatorio que promovió su expansión. Es importante aclarar además que el análisis 
se enfoca en el turismo residencial como expresión del negocio inmobiliario (Mazón 
y Aledo, 2005; Barrantes Reynolds, 2011) y no en su dimensión como forma de movili-
dad humana, o sea como una forma de turismo o migración. De este modo, mediante 
el análisis del auge del turismo residencial en Guanacaste y su manejo por parte del 
Estado, este trabajo busca contribuir al debate nacional y regional sobre modelos de 
desarrollo para la zona costera, así como evidenciar la incompatibilidad entre el marco 
jurídico costarricense y sus políticas públicas, o entre sus objetivos de conservación y 
el modelo económico neoliberal que ha adoptado desde los años ochenta. 
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Mapa 1
Mapa de las áreas protegidas y de las áreas turísticas de la provincia de 

Guanacaste, Costa Rica

 Fuente: Elaborado por Felipe Barrantes Reynolds (2012).
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Este artículo se estructura del siguiente modo. En la siguiente sección se expo-
ne en cifras la expansión del negocio del turismo residencial en Guanacaste durante 
los años 2002-2007, esto para evidenciar el repentino auge de dicho sector dado el in-
greso de Inversión Extranjera Directa (IED), así como su declive en el 2008 luego de la 
crisis económica en los Estados Unidos. En la tercera sección se ofrece una definición 
de desarrollo sostenible y se ubica el marco jurídico costarricense como parte de un 
modelo de desarrollo sostenible fuerte. En una cuarta sección se plantea que el negocio 
del turismo residencial tuvo un impacto ambiental negativo en las zonas costeras de 
Pacífico costarricense, y que en general el turismo residencial es un negocio incompa-
tible con un modelo de desarrollo sostenible. Finalmente, en la quinta sección se ana-
lizan las causas de la expansión del turismo residencial en Guanacaste y el rol del Es-
tado en dicha expansión hasta el año 2010. Esta última sección evidencia los conflictos 
a lo interno del Estado y el predominio de aquellos sectores y políticas que privilegian 
al sector del turismo residencial.

2.	 El auge del turismo residencial en Guanacaste
La expansión del turismo residencial en Guanacaste se dio como consecuencia 

de un significativo flujo de IED al país durante los años 2002 a 2007. Nunca antes Costa 
Rica había tenido una entrada de inversión extranjera tan alta, al punto que para el año 
2008 el Banco Central de Costa Rica estimó que las inversiones en turismo residencial 
habían posicionado a Costa Rica como el país más exitoso en términos de atracción de 
IED (BCCR, 2008: 8,15). Más aún, durante el periodo de estudio, el flujo de IED fue la 
fuente de financiamiento más importante del déficit de cuenta corriente en Costa Rica 
(BCCR, 2007:16).2 

La siguiente tabla muestra el ritmo vertiginoso de crecimiento del sector del 
turismo residencial, así como la naturaleza repentina e inesperada de dicho auge. Asi-
mismo, la tabla muestra cómo a partir de 2004 la inversión inmobiliaria fue superada 
solamente por el sector industrial.3 
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Tabla 1
Costa Rica: IED por sector económico (en millones 

de dólares estadounidenses)

1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006
2007
(esti-

mación)
Inmobiliario 0.0 0.0 0.0 0.0 0.0 21.0 31.0 178.4 234.6 373.5 638.1
Turismo 79.3 61.4 84.7 51.3 111.5 76.0 88.3 41.4 53.5 131.9 328.8
Industria 270.6 423.5 355.9 296.2 231.4 482.7 386.8 456.0 344.2 435.5 691.1
Financiero -0.2 22.1 93.4 27.1 43.1 17.2 2.2 22.6 40.9 343.4 15.6
Servicios -7.3 6.6 12.7 17.3 57.4 52.8 83.2 17.3 73.3 60.9 65.7
Comercio 17.6 39.3 9.2 15.5 8.3 15.2 6.0 23.9 47.6 57.0 98.2
Agro-
industrial

6.5 14.7 10.4 11.5 5.2 2.8 8.4 -0.3 29.6 -3.2 17.4

Agricultura 38.1 41.9 49.9 -11.2 1.0 -8.6 -36.3 50.6 37.1 66.1 -8.9
Otros 2.3 2.1 3.3 0.9 2.4 0.3 5.6 3.9 -0.5 4.1 38.5

Fuente: 	 Elaboración propia basada en BCCR, 2006b: 10 (datos de 1997–2004) y BCCR, 2008: 8 (datos de 
2005–2006 y estimaciones para el 2007).

Las cifras de la Tabla 1 correspondientes al sector inmobiliario reflejan que 
hasta el 2002 no hubo inversión en dicho sector, o al menos que dicha inversión no 
estaba siendo medida. A partir de ese año, el flujo de IED inmobiliaria incremen-
tó dramáticamente año con año hasta constituir en el 2007 el 2,4% del producto 
interno bruto (PIB) costarricense. En el momento de la investigación, el Banco 
Central de Costa Rica carecía de datos para el periodo 2007-2009. Sin embargo, 
tomando en cuenta la información provista por los desarrolladores entrevistados, 
así como la información en medios de prensa escrita costarricense sobre la caída 
en el 2009 de la construcción en Guanacaste en el 2009 en más de un 70% (Quirós, 
2009, según datos de la Cámara Costarricense de la Construcción), y sobre la caída 
en la recepción de impuestos de construcción por parte de municipalidades en 
Guanacaste (Villegas, 2009), es posible afirmar que el “boom” residencial frenó 
súbitamente en Guanacaste a partir de 2008. Dicha caída ha sido atribuida a la cri-
sis financiera de este año ocurrida en los Estados Unidos (Directora Ejecutiva del 
Concejo Inmobiliario de Costa Rica, CODI, entrevista personal, 9 de setiembre, 
2009; Quirós, 2009; BCCR, 2008).

 En cuanto a la fuente de dicha inversión, los datos del Banco Central de Costa 
Rica indican que entre los años 2004 y 2007, el 50% de la IED provino de los Estados 
Unidos. Otras fuentes de IED en este sector fueron Canadá (7,5%), Israel (2,3%), Amé-
rica Central (2,1%) y países europeos, en especial Alemania (4,8%), Italia (3,9%), Portu-
gal (2,9%), Francia (2,7%), Holanda (2,3%) y España (2,1%) (BCCR, 2008: 17). La Tabla 2 
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muestra cómo la inversión en turismo residencial se distribuyó entre las siete provin-
cias de Costa Rica. La principal receptora de IED inmobiliaria fue Guanacaste, seguida 
de cerca por Puntarenas. 

Tabla 2
Costa Rica: Total de IED por provincia en el periodo 2004–2007 

en millones de dólares estadounidenses

Provincia 2004 2005 2006 2007
(estimación)

Guanacaste 64.4 82.8 131.5 127.4
Puntarenas 39.8 56.6 90.8 214.4

San José 37.0 37.8 45.5 89.3

Alajuela 13.5 15.7 45.9 103.1

Heredia 13.3 17.2 23.8 18.6

Cartago 5.0 9.6 10.9 15.6

Limón 3.5 4.9 15.6 51.7

Fuente: BCCR, 2008: 15.

El masivo ingreso de IED a Puntarenas y Guanacaste se debió a la construcción 
por parte de no-residentes de condominios, casas de lujo, villas y centros comerciales 
en áreas costeras guanacastecas y puntarenenses. El incremento de IED inmobiliaria 
en San José y Alajuela también estuvo vinculado al sector turismo residencial, dada 
la popularidad entre los turistas residenciales de localidades como La Fortuna, en 
Alajuela, y Santa Ana y Escazú en San José (BCCR, 2008: 15). 

En el caso de Guanacaste, la mayor parte de la infraestructura para el tu-
rismo residencial se concentró en el norte de la provincia, con la notable excep-
ción de las playas de Nosara y Sámara en el sur de Guanacaste. La razón de esta 
concentración es que el norte de Guanacaste es más accesible dada la presencia 
del Aeropuerto Internacional de Liberia. Además, desde los años sesenta, el Es-
tado inició el Proyecto Turístico de Papagayo en Bahía Culebra. Dicho proyec-
to adquirió popularidad entre inversionistas y turistas residenciales al norte de 
Guanacaste, lugar que llegó a ser conocido como “La Costa Dorada” (The Golden 
Coast) (Salas-Roíz, 2008: 66). El proyecto fue inaugurado oficialmente en el 2004, 
y para el 2008 el Estado había dado más de 26 concesiones en esta área, la cual 
comprende 2000 hectáreas y 17 playas consideradas por el gobierno costarricense 
como de alta calidad para el turismo (ICT, 2009b). 

Como se mencionó anteriormente, si bien este artículo se centra en el negocio 
del turismo residencial como “la oferta” de infraestructura para turistas residenciales, 
y no en el fenómeno del turismo residencial como forma de movilidad humana (“la 
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demanda”), es importante mencionar que al año 2010 el Estado costarricense carecía 
de información suficiente en cuanto al número de turistas residenciales en el país. Pese 
a que la ley que regula al turismo residencial en Costa Rica fue creada en los setentas 
(Ley 4812), y a que Costa Rica se constituyó como un destino favorito entre los turistas 
residenciales desde los ochentas, no hay información disponible sobre las categorías 
legales “residentes rentistas” y “residentes pensionados” previo al año 2006 (Director 
de la Oficina de Planificación de la Dirección General de Migración y Extranjería de 
Costa Rica, entrevista Personal, 29 de agosto, 2009).

De este modo, la discrepancia entre los datos manejados por el Estado en lo 
relativo al número de turistas residenciales y los datos manejados por otras organi-
zaciones indica que hay un problema de medición por parte del Estado del número 
de turistas residenciales en Costa Rica (Ver Janoschka, 2011). Por ejemplo, según el 
Estado costarricense, durante el periodo 2006-2008 había solamente 751 estadouni-
denses bajo categorías de turista residencial en Costa Rica y 12.398 estadounidenses 
bajo categorías de residencia temporal o residencia permanente (Dirección General de 
Migración y Extranjería, 2009a, 2009b). Este dato discrepa con las cifras que manejan 
otras organizaciones, las cuales calculan que hay unos 70.000 estadounidenses en 
el país viviendo como turistas residenciales (International Living, 2010; Director de 
la Asociación de Residentes de Costa Rica, entrevista personal, 19 de agosto, 2009). 
Esta carencia de datos tiene que ver con las deficiencias en el manejo de los mismos 
por parte de la Oficina de Migración y Extranjería, cuya modernización comenzó en 
el 2004 (Director de la Dirección General de Migración y Extranjería de Costa Rica, 
entrevista personal, 29 de agosto de 2009). Se debe también al hecho de que muchos 
turistas residenciales prefieren residir en el país con visas de turista vacacional que 
renuevan cada tres meses saliendo del país por vías terrestres u optar por una resi-
dencia permanente (Miembro de la Asociación Cívica de Nosara, entrevista personal, 
5 de agosto, 2009; Director de la Asociación de Residentes de Costa Rica, entrevista 
personal, 19 de agosto de 2009). 

3.	 El modelo de desarrollo sostenible de Costa Rica 

Desde los años noventa, la legislación ambiental costarricense se convirtió 
en una ambiciosa agenda de conservación que limita significativamente las ini-
ciativas económicas con el fin de proteger la biodiversidad y los recursos natu-
rales (Cabrera Medaglia, 2002). Ello se dio a través de la creación de un derecho 
constitucional al “ambiente sano y ecológicamente equilibrado” (Artículo 50 de 
la Constitución Política de Costa Rica) y la consecuente creación de legislación 
ambiental y decretos ejecutivos que tienen como objeto implementar este derecho. 
En esta sección se plantea que dicha política ambiental corresponde a un modelo 
de desarrollo sostenible “fuerte”, que prioriza la conservación del medio ambien-
te sobre el crecimiento económico, y que considera que la biodiversidad tiene un 
valor intrínseco y no solo instrumental. 
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a)	 La noción de desarrollo sostenible 

 En primer término cabe definir qué se entiende por “desarrollo sostenible 
fuerte”. La noción de “desarrollo sostenible” de las Naciones Unidas, o “la satisfacción 
de las necesidades del presente sin comprometer la capacidad de futuras generaciones 
para satisfacer sus necesidades” (ONU, 1987), es una versión diluida de la perspectiva 
ecologista. El ecologismo desafió la concepción de progreso de la teoría de la moderni-
zación que incluía el dominio de la naturaleza y la urbanización como expresiones de 
una civilización avanzada. En cambio, el ecologismo propone que la naturaleza tiene 
un valor intrínseco y no solo instrumental, y que la perspectiva antropocéntrica debe 
ser abandonada para considerar las necesidades de supervivencia de otras especies. El 
ecologismo también se opone a la idea de que la degradación del medio ambiente es 
inevitable, y en cambio considera que su protección es esencial para asegurar el de-
sarrollo social y la supervivencia humana. En este sentido, el crecimiento económico 
debe encontrar sus límites en la capacidad de carga de los ecosistemas y en el enten-
dimiento del carácter finito de los recursos naturales. En sus versiones más críticas, el 
ecologismo se opone a la explotación irracional de la naturaleza con el objeto de acu-
mular capital y de mantener a las sociedades consumistas (Baker, 2006).

Estas ideas, no obstante, no gozan de gran popularidad en los foros internacio-
nales, y en cambio se promueve una versión de desarrollo sostenible que prioriza las 
formas de acumulación capitalista sobre la conservación ambiental. Dicha noción de 
desarrollo sostenible se utiliza para desviar la discusión política sobre las causas de la 
desigualdad social y económica y la degradación ambiental, y para evadir la discusión 
sobre la necesidad de un cambio sistémico radical (Blüdhorn y Welsh, 2008; Mansfield, 
2009). De manera que, dado que la noción de desarrollo sostenible es objeto de debate, 
la literatura académica ha optado por una gradación de la noción en versiones “débil”, 
“fuerte” e “ideal”. La noción se vuelve “fuerte” en la medida que se acerca a la pers-
pectiva ecologista que pone límites al crecimiento económico, y se torna “ideal” en la 
medida que se plantea la necesidad de un cambio radical en el modo de producción 
capitalista y en el pensamiento antropocéntrico. Por último, la noción se debilita en la 
medida que se subordina la protección del medio ambiente a la acumulación de capital 
(Baker, 2006; Bell y Morse, 1999; Barrow, 2006; Roe, 2007). Seguidamente se justificará 
por qué se considera que el marco jurídico costarricense aboga por una perspectiva 
“fuerte” de desarrollo sostenible.

b)	 La perspectiva “fuerte” de desarrollo sostenible del ordenamiento jurídico 
costarricense

Desde inicios de los años noventa, la Sala Constitucional de Costa Rica desa-
rrolló el derecho fundamental al “medio ambiente sano” por vía jurisprudencial.4 La 
Sala Constitucional creó este derecho a través de su interpretación del derecho a la sa-
lud (Artículo 20 de la Constitución Política de Costa Rica), del deber de explotar racio-
nalmente los recursos naturales (Artículo 89) y del deber del Estado de proteger la “be-
lleza natural” del país (Artículo 69) (Resolución 2233-93 de la Sala Constitucional de 
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Costa Rica). Esta interpretación fue apoyada en 1994 por una reforma constitucional 
que creó el derecho al “ambiente sano y ecológicamente equilibrado” (Artículo 50). 
En el desarrollo de este derecho, la Sala Constitucional ha afirmado que la necesidad 
primordial del ser humano es la conservación de la naturaleza. Más aún, el derecho 
al ambiente sano contempla no solo la conservación, sino también la obligación del 
Estado de asumir una perspectiva de desarrollo sostenible. Para la Sala Constitucio-
nal, el desarrollo sostenible consiste en un balance entre, por un lado, las actividades 
económicas y el derecho a la libre empresa y, por otro, la protección de la naturaleza, 
la supervivencia humana y la supervivencia de otras especies. Por consiguiente, en 
su obligación de garantizar el derecho al medio ambiente sano, el Estado debe im-
plementar un modelo económico con actividades económicas que sean sostenibles 
(Resoluciones de la Sala Constitucional de Costa Rica 13462-06, 6322-03, 9927-04, 3705-
93, 5893-95, 1763-94). En este sentido, la Sala Constitucional asume una perspectiva 
“fuerte” de desarrollo sostenible, de acuerdo con la cual las actividades económicas 
que no sean sostenibles y que no permitan la conservación no deben tener lugar en el 
territorio costarricense.

Luego de la reforma constitucional que creó el derecho al ambiente sano y 
ecológicamente equilibrado, se aprobaron la Ley Orgánica del Ambiente (1995), la 
Ley Forestal (1996) y la Ley de Biodiversidad (1998), las cuales tienen como objeto 
establecer los lineamientos para el manejo ambiental y para un modelo de desa-
rrollo sostenible. Tanto la Ley Orgánica del Medio Ambiente como la Ley Forestal 
establecen la conservación como una función esencial del Estado, y la protección de 
la biodiversidad como una función de interés público que debe ser llevada a cabo 
con amplia participación social (Artículos 28, 29, 46, 72 de la Ley 7554 y Artículo 
1 de la Ley 7575). La Ley de la Biodiversidad es la que más se acerca a la versión 
fuerte de desarrollo sostenible, tanto así que obtuvo el Premio “Future Policy 2010” 
en la Cumbre de Naciones Unidas sobre Biodiversidad 2010 (Vargas y Soto, 2010). 
Dicha ley enfatiza la dimensión ambiental de la propiedad,5 así como el derecho de 
todas las entidades vivientes a la vida, cualquiera que sea su valor económico. Esta 
ley también establece una serie de criterios propios del modelo fuerte de desarrollo 
sostenible. Por ejemplo, establece el criterio precautorio, de acuerdo con el cual no es 
necesario tener evidencia científica para prevenir la realización de una actividad po-
tencialmente dañina para el ambiente. También contempla el criterio de integración, 
según el cual la conservación y el manejo sostenible deben ser integrados a todo 
proyecto público (Artículo 11 de la ley 7788).

La perspectiva de desarrollo sostenible fuerte está también presente en los pla-
nes de desarrollo turístico de Costa Rica, así como en la regulación de la denominada 
“zona marítimo terrestre”. En el caso de la política turística para Guanacaste, se conci-
bió la organización del territorio en unidades de turismo sostenible (Salas Roíz, 2008; 
ICT, 2009a: 40–41; ICT, 2001). Dicho plan busca superar el modelo de “polos turísticos” 
mediante la integración de la actividad turística en las zonas costeras al resto de la 
economía local. Más aún, el modelo de turismo sostenible opera bajo la premisa de que 
la creación de centros turísticos debe tomar en cuenta las condiciones de fragilidad 
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ambiental y de riesgo ambiental de una determinada zona, y que la actividad turís-
tica debe estar supeditada a las metas de la conservación ambiental (ICT, 2009a: 9, 
42). Como se verá más adelante, es difícil entender cómo el modelo de los grandes 
hoteles de playa que opera como enclaves turísticos, así como las comunidades resi-
denciales cerradas, es para el Estado costarricense compatible con esta perspectiva 
de turismo sostenible.

En cuanto a la Zona Marítimo Terrestre (ZMT), en Costa Rica dicha franja de 
tierra en la playa se caracteriza por estar protegida por estrictas regulaciones a favor 
de la conservación ambiental. La ZMT comprende doscientos metros medidos a partir 
de la línea de pleamar ordinaria, e incluye todos los litorales en el Pacífico y el Atlánti-
co costarricense. A diferencia de muchos países en la región, desde 1977 en Costa Rica 
los primeros cincuenta metros de playa (incluyendo manglares y estuarios) son “zona 
pública” y no es posible construir en esta zona o reclamar un derecho de posesión 
(Artículos 9-12 de la Ley 6043,). Los restantes ciento cincuenta metros son “zona res-
tringida” y son patrimonio del Estado, pero los gobiernos locales pueden dar dichas 
tierras en concesión.

En la ZMT es prohibido explotar la flora y fauna, así como extraer recursos o 
cortar árboles sin permiso legal (Artículo 12 de la Ley 6043), norma que los desarro-
lladores encuentran difícil de manejar cuando intentan construir infraestructura 
residencial frente al mar (Director Regional Desarrollos GTU, entrevista personal, 
3 de agosto, 2009). Para propósitos turísticos, la ley permite que el Instituto Costa-
rricense de Turismo declare una determinada porción de la zona marítimo terrestre 
como área turística, así como que se puedan otorgar partes de la “zona restringida” 
en concesión, previa realización de un plan regulador costero (Artículos 27-28, Ley 
6043). Todas estas restricciones para las áreas costeras fueron en repetidas ocasio-
nes irrespetadas por el Estado y los desarrolladores durante el “boom” inmobiliario 
en Guanacaste. 

4.	 El impacto ambiental del turismo residencial en Guanacaste
El impacto ambiental negativo de la construcción de torres de condominios, ca-

sas de lujo y comunidades cerradas en las áreas con potencial turístico de Guanacaste 
fue en buena medida producto del comportamiento de los desarrolladores. Ellos fue-
ron responsables de un manejo inadecuado del recurso hídrico y de su contaminación, 
del manejo inadecuado de los desechos sólidos, de la destrucción de los hábitats prote-
gidos y de la alteración del paisaje natural. Por destrucción de los hábitats protegidos 
se entiende la construcción en las áreas protegidas por el Estado, el cambio ilegal del 
uso del suelo de bosque a suelo apto para construcción, el drenaje de humedales, la 
deforestación de zona boscosa, la fragmentación de bosques, la destrucción y contami-
nación de manglares y el uso de dinamita para nivelar montañas con el objeto de hacer 
casas y condominios con vista al mar (ocean view). En muchos casos, estas situaciones 
se dieron al margen de la legalidad y fueron identificadas por el Tribunal Administra-
tivo Ambiental en sus “barridas ambientales”. 



244 María Paula Barrantes Reynolds

Anuario de Estudios Centroamericanos, Universidad de Costa Rica, 39: 233-261, 2013 / ISSN: 0377-7316

Cabe resaltar que, al ser el derecho a un ambiente sano un interés difuso en 
Costa Rica, y que consecuentemente cualquier persona o grupo tiene locus standi para 
reclamarlo, aun cuando no esté siendo directamente afectado (Resolución de la Sala 
Constitucional de Costa Rica 3705-93), algunas comunidades en Guanacaste y grupos 
ambientalistas recurrieron a la Sala Constitucional para que lidiara con las violacio-
nes a la normativa ambiental (Sala Constitucional de Costa Rica, Resolución 13462-06; 
FECONCR, 2008; El País, 2009; Camacho Sandoval, 2008). A raíz de ello, la Sala produjo 
una serie de resoluciones que frenaron a los inversionistas inmobiliarios tales como 
la Resolución 8713-08 contra las zonificación del área de amortiguamiento del Parque 
Nacional Marino Las Baulas; la Resolución 18259-08, que anula un permiso de cons-
trucción municipal debido a la ausencia de una evaluación de impacto ambiental; y la 
Resolución 262-09 contra la construcción del acueducto Sardinal-Ocotal, dado que no 
era claro que el acuífero pudiera abastecer tanto a las comunidades como a los desa-
rrollos turísticos.

La capacidad del turismo residencial de afectar los ecosistemas locales ha sido 
también identificada en países como México, Brasil y España (PRISMA, 2007; Honey y 
Krantz, 2007; Huete, Mantecón y Mazón, 2008; González Torreros y Santana Medina, 
2009: 136; Pugliese Larrabure, 2009: 205). De hecho, se considera que el negocio del 
turismo residencial es incompatible con un modelo de desarrollo sostenible. Esto por 
cuanto el negocio del turismo residencial – también llamado “turismo inmobiliario” 
por su cercanía al negocio de las bienes raíces (Mazón y Aledo, 2005; Ariza da Cruz, 
2009) – es una forma de inversión que no asume un compromiso a largo plazo con el 
entorno en que se lleva a cabo, y deja en un segundo plano criterios de desarrollo sos-
tenible tales como la disponibilidad de los recursos naturales y su distribución equi-
tativa (Barrantes Reynolds, 2011: 60-61). Sobre todo en la última década este negocio 
opera de tal manera que incluso deteriora las condiciones de posibilidad para el arribo 
de turistas residenciales y vacacionales, dada su capacidad de saturación y contami-
nación de las zonas turísticas costeras. Este ha sido el caso de la costa meditarránea en 
España y las comunidades autónomas, y el caso de centros turísticos en Guanacaste 
como Playa Tamarindo y Playa Flamingo (Exceltur Deloitte, 2005: 15-17; International 
Living, 2010; Mazón y Aledo, 2005). 

Finalmente, es importante indicar que, si bien gran parte del deterioro am-
biental en Guanacaste fue causado por el comportamiento de los desarrolladores y, 
en general, por el modus operandi del sector del turismo residencial, el Estado tam-
bién contribuyó a dicho deterioro dado su manejo inadecuado de este sector. Dicho 
manejo deficiente se debe a una serie de factores, incluyendo irregularidades en el 
otorgamiento de concesiones, en el diseño de planes reguladores y en la realización de 
evaluaciones de impacto ambiental, así como a la falta de dispersión normativa para 
la regulación de la zona marítimo terrestre, la falta de normativa en áreas clave para 
la regulación del turismo residencial, la falta de coordinación institucional entre ins-
tituciones a cargo del medio ambiente y del agua, la ausencia de información sobre la 
cantidad de agua potable disponible en la región Chorotega, y la falta de información 
sobre el comportamiento y características del turismo residencial (Barrantes Reynolds, 
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2010). No obstante, lo que este artículo busca rescatar es el hecho de que, más allá de 
los problemas en el manejo del turismo residencial, lo que verdaderamente contribuyó 
a la expansión de este sector económico fue la priorización realizada por el Estado de 
su política económica y de los intereses de los inversionistas inmobiliarios sobre obje-
tivos de conservación y las demandas de las comunidades guanacastecas.

5.	 El rol del Estado costarricense en la expansión del turismo  
residencial
En esta sección se plantea en primer lugar que el Estado tuvo un rol central en 

la expansión del turismo residencial en Guanacaste entre los años 2002 y 2007. Si bien 
no lo promovió activamente sino hasta el 2010, tanto su política económica como su 
regulación laxa del mercado de bienes raíces crearon las condiciones para su prolifera-
ción en el Pacífico costarricense. En segundo lugar, se plantea que dado el modelo de 
desarrollo sostenible “fuerte” del Estado, y dadas las movilizaciones sociales en Costa 
Rica en contra de la expansión inmobiliaria, el Estado mantuvo posiciones contradic-
torias durante el periodo del “boom inmobiliario”. Sin embargo, en última instancia, 
el Estado ha tendido a privilegiar su política económica sobre su política ambiental. 
Consecuentemente, se ha inclinado por favorecer los intereses de los desarrolladores 
e inversionistas sobre la atención de los reclamos de la sociedad civil dada la pérdida 
de espacios en la ZMT, el manejo inadecuado de las relativamente escasas fuentes de 
agua potable, y el deterioro ambiental en las áreas costeras turísticas en Guanacaste. 

A continuación se expondrán las causas de la expansión del turismo residen-
cial en Guanacaste para mostrar el papel central del Estado en dicho auge. Posterior-
mente, se analizarán las reacciones que tuvieron diversos órganos e instituciones del 
Estado ante la entrada del sector y ante su impacto negativo en las comunidades y 
ecosistemas locales. Con esto último se busca evidenciar las lógicas contradictorias 
con las cuales operan diversos órganos del Estado debido en parte a las divergencias 
entre la política ambiental y la política económica costarricenses.6 

a)	 Las causas de la expansión del turismo residencial en Guanacaste

i)	 El arribo de los grandes resorts de playa

El Estado costarricense abrió las puertas a la construcción de los grandes “me-
ga-proyectos” turísticos en Guanacaste y Puntarenas desde finales de los años noven-
ta, momento en que algunos agentes estatales y el sector turístico empresarial decidie-
ron que era posible hacer un balance entre el modelo de los megaproyectos turísticos 
y el turismo sostenible (Delgado, 1998). El desarrollo de este tipo de infraestructura 
turística (hoteles de cinco estrellas, centros comerciales, comunidades residenciales, 
casas de lujo, campos de golf, marinas y otras amenidades como jardines, gimnasios y 
piscinas) implicó que Costa Rica no solo sería el destino turístico de los “mochileros” 
(back-packers) y de familias extranjeras y nacionales de clase media, sino también en el 
destino de un turismo de alto ingreso y de turistas residenciales.7 
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El análisis de entrevistas de agentes estatales arroja que la construcción de 
infraestructura para el turismo residencial no fue directamente promovida por el Esta-
do, sino que este tipo de inversionistas fueron free-riders del modelo auspiciado por el 
Estado de los grandes resorts de playa (Director de Macro-procesos de Planeamiento 
y Desarrollo del ICT, entrevista personal, 31 de julio, 2009; Director Ejecutivo de la Cá-
mara Nacional de Turismo de Costa Rica, entrevista personal respondida por escrito, 
11 de agosto, 2009). En otras palabras, hubo oportunismo por parte de algunos inver-
sionistas y desarrolladores, los que aprovecharon la formación de enclaves turísticos 
alrededor de los grandes hoteles y el consecuente incremento del valor de la tierra y de 
la popularidad de Guanacaste como destino turístico. En este sentido, una de las co-
yunturas más importantes en la expansión del turismo residencial en Guanacaste fue 
la construcción en el 2004 del hotel de cinco estrellas Four Seasons en el Golfo Turístico 
de Papagayo (Desarrollador Tamarindo Oasis Condominiums, entrevista personal, 3 
de agosto, 2009; Director Ejecutivo de la Cámara Costarricense de Hoteles, entrevista 
personal, 27 de agosto, 2009; BCCR, 2008: 16). 

Los grandes hoteleros también jugaron un importante papel en el mejoramien-
to de la infraestructura pública, lo que mejoró sustancialmente las condiciones para el 
arribo a Guanacaste de los turistas residenciales y vacacionales. La empresa privada, 
específicamente la Cámara de Turismo de Guanacaste (CATURGUA), la Hacienda Pi-
nilla Resort de Playa y Comunidad Residencial, y el Hotel y Comunidad Residencial 
Meliá Playa Conchal, con el apoyo del Instituto Costarricense de Turismo (ICT), ne-
goció con diversas aerolíneas en el 2002 para coordinar el arribo de vuelos directos a 
Guanacaste desde Atlanta, Houston y Miami (CATURGUA, 2009). El papel del aero-
puerto fue tan importante para el sector del turismo residencial que se esperaba que 
una vez que la Península de Osa en el sur de Costa Rica mostrara condiciones simi-
lares de accesibilidad (gracias a la construcción de carreteras y de un aeropuerto por 
parte del Estado) la expansión del turismo residencial ocurriría también en esa zona 
(International Living, 2010).

Es importante enmarcar la política turística de los megaproyectos en el con-
texto de la política económica costarricense. El turismo ha sido un sector prioritario 
en el modelo económico de Costa Rica desde los años ochenta, y desde 1997 ha ido 
creciendo hasta constituir el 14% del PIB, que es más del doble de la media del 6,6% 
estimada para América Latina (World Travel and Tourism Council, 2009). En el caso 
de Guanacaste, en el 2007 la provincia concentró el 39,15% de la inversión en turismo 
vacacional y el 20,55% de la inversión en turismo residencial (Fournier, 2009). La in-
versión de Costa Rica en este sector tiene su razón de ser en el supuesto sostenido por 
parte de muchos Estados y de organismos internacionales como el Banco Mundial que 
el turismo (como categoría amplia que abarca los “resorts todo incluido” y las comu-
nidades residenciales) puede dinamizar las economías locales de las áreas costeras de 
países en desarrollo a través del sector de construcción y mediante la creación de en-
cadenamientos con los sectores de manufactura, agroindustria, y con servicios relacio-
nados con el turismo vacacional. También se considera que dicho sector es una fuente 
importante de divisas (ECLAC, 2008: 113). Además de su capacidad de generar empleo 



247"Costa Rica, sin ingredientes artificiales"...

Anuario de Estudios Centroamericanos, Universidad de Costa Rica, 39: 233-261, 2013 / ISSN: 0377-7316

no calificado, urbanizar áreas costeras, proveer divisas y atraer inversión extranjera, 
se considera que el turismo puede ayudar a objetivos de conservación y a mejorar la 
calidad de vida de las comunidades (Sharpley, 2002: 15).

Dada la alta capacidad del turismo de generar crecimiento económico en paí-
ses en desarrollo (Garrigós Simon y Palacios Marqués, 2008: 15; de Assis, 2009: 180-185; 
Sharpley, 2002: 15), esta creencia persiste, pese al escepticismo de alguna literatura 
académica en cuanto a la capacidad redistributiva del turismo y su capacidad de be-
neficiar la economía local a través de encadenamientos, a menos que haya condiciones 
para ello (Hein, 2002: 54; Bianchi, 2002: 295; Mowoforth y Munt, 1998: 194; González 
Torreros y Santana Medina, 2009: 131). Así también, algunos autores han puesto en 
tela de juicio que el turismo sea una industria limpia y participativa, en la medida 
en que la formación de enclaves turísticos ha probado tener un alto impacto ambien-
tal y de desplazamiento a la población local (Ver, por ejemplo, Wishitemi, Masila y 
Odiara, 2009: 244; Gómez, Kandel y Morán, 2009: 12). En el caso de Guanacaste, en 
ubicaciones como Playa Panamá y Nosara hay un alto contraste entre los servicios y la 
infraestructura existente en las comunidades residenciales y la falta de infraestructura 
y servicios en los pueblos aledaños. Durante las protestas de 2009 en contra del “turis-
mo inmobiliario” llevadas a cabo por comunidades costeras y otras comunidades que 
reclamaban por la distribución desigual del agua potable, así como por ambientalistas 
y grupos religiosos en Guanacaste, el Obispo de Tilarán apuntó precisamente que la 
fragmentación del espacio producida por los enclaves turísticos estaba incrementando 
la desigualdad social y las brechas entre las comunidades guanacastecas y los turistas 
residenciales (Girardi, 2009)8. 

ii)	 La entrada irrestricta de inversión extranjera directa y la regulación laxa del mercado 
de bienes raíces

Luego de la crisis económica en América Latina de inicios de los años ochenta, 
Costa Rica, al igual que muchos países de la región, asumió muchos aspectos de la 
receta neoliberal de privatización, desregulación, liberalización financiera, y apertura 
a la inversión extranjera y al comercio (Ortiz, 2003: 14), también conocida como “el 
Consenso de Washington”. Dado que previamente su modelo de desarrollo había gira-
do en torno a un Estado Social y un Estado Empresario, Costa Rica no siguió la receta 
de modo literal, y dejó de lado ciertas áreas relativas a la flexibilización del mercado 
laboral y la reforma del Estado (Hidalgo Capitán, 2002). No obstante, desde los años 
noventa, su política económica se ha comprometido con aspectos clave de dicho mode-
lo, específicamente la liberalización económica, y con ello la firma de tratados de libre 
comercio, la atracción irrestricta de inversión extranjera directa, y la promoción de las 
importaciones y las exportaciones (COMEX, 2008: 1). 

Este modelo es “pro mercado” y “pro reducción” del rol del Estado en la eco-
nomía. Se basa en el supuesto de que Costa Rica debe convertirse en una economía 
más abierta y competitiva, y que debe insertarse en la economía global para poder 
lograr crecimiento económico y progreso para toda la población (MIDEPLAN, 2007a: 
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24; MIDEPLAN, 2007b: 2; Rovira Mas, 2004: 315; Ortiz, 2003). Si bien el modelo eco-
nómico costarricense ha sido durante un tiempo heterodoxo, la creciente ratificación 
de tratados de libre comercio ha implicado para Costa Rica el asumir de lleno la libe-
ralización del mercado de bienes y servicios y del flujo de capitales, y la consecuente 
reducción del rol del Estado en la economía, en la elaboración de políticas industriales, 
en la implementación de políticas redistributivas (Ver, por ejemplo, Shadlen, 2005), y 
en la realización e implementación de políticas ambientales. 

En lo relativo a la atracción de IED, al inicio de la segunda administración 
del presidente Oscar Arias Sánchez (2006-2010), esta parecía estar relacionada con 
lo que se denomina una “política industrial inteligente”, de acuerdo con la cual el 
Estado costarricense atraería compañías que estuvieran trabajando con alta tecno-
logía con el objeto de beneficiarse de la transferencia tecnológica y la innovación 
que tales compañías pudieren traer (PLN, 2005). Pero, a partir de 2003, el sector 
industrial perdió peso y la política de libre flujo de capitales y la política turística 
del país permitieron que el sector inmobiliario y turístico ganaran protagonismo 
(Paus, 2005: 154; MIDEPLAN, 2007b: 7). Los beneficios de la inversión extranjera 
durante el periodo de estudio, como se vio en la sección dos, han estado concen-
trados solamente en proveer divisas y en un flujo de capital que permite solventar 
los problemas de la cuenta corriente deficitaria (MIDEPLAN, 2007b: 6). En cambio, 
los flujos de IED durante dicho periodo no estuvieron enfocados en la transferen-
cia tecnológica o, en el caso de las áreas costeras, en la dinamización a largo plazo 
de las economías locales.

 Un segundo punto es que inicialmente la idea del Estado costarricense de 
promover a Guanacaste como destino turístico era incrementar la inversión hotelera 
en el país. Sin embargo, debido a la flexibilidad del marco regulatorio costarricense 
para la entrada de inversión inmobiliaria, la compra de propiedades y la construcción 
de infraestructura para el turismo residencial (Director Ejecutivo de la Cámara Cos-
tarricense de Hoteles, entrevista personal, 27 de agosto, 2009; Entrevista con abogada 
asistente de Stewart Title, entrevista personal, 31 de julio, 2009), lo que terminó predo-
minando fue la construcción de segundas viviendas en Guanacaste. De tal modo que 
para el 2008 solo el 12% de la construcción en Guanacaste estuvo vinculada al sector 
hotelero (Salas Roíz, 2008: 55). 

En este sentido, entre las condiciones que permitieron que Guanacaste se con-
virtiera en un mercado emergente para la inversión inmobiliaria están en primer lu-
gar la mejora de las condiciones de préstamo a partir de 2006, lo cual permitió a los 
compradores adquirir las propiedades a menor precio. En segundo lugar, el impuesto 
a la renta en Costa Rica durante el periodo de estudio era considerablemente más bajo 
que en muchos otros países en América Latina, lo que creaba así uno de los mejores 
climas de inversión inmobiliaria en la región (Carvajal, 2009). En tercer lugar, el bajo 
costo de los terrenos y la oferta de mano de obra no calificada en Guanacaste también 
contribuyó a atraer a los inversionistas (Delgado y Barquero, 1997; Directora Ejecutiva 
del Concejo de Desarrollo Inmobiliario de Costa Rica, CODI, entrevista personal, 9 de 
setiembre, 2009).9 
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Por último, la regulación flexible del mercado de bienes raíces en Costa Rica y 
la ausencia de regulación a los agentes de bienes raíces constituyó otro factor para la 
emergencia de una burbuja inmobiliaria en Guanacaste. En este contexto, los agentes 
de bienes raíces desplazaron al gobierno y a las comunidades en la toma de decisiones 
sobre la definición del tipo de producto turístico de Costa Rica y su ubicación, así como 
en el modo y el ritmo de urbanización de las áreas costeras con potencial turístico. 
Ello tuvo un impacto negativo sobre las comunidades dada la alteración súbita de su 
modo de vida y el incremento del costo de vida y del precio de la tierra. Así también, 
la regulación laxa del sector inmobiliario conllevó a la imposición por parte de dicho 
sector de una lógica de oferta de infraestructura para el turismo residencial basada 
en la especulación inmobiliaria y no en su demanda por parte de potenciales turistas 
residenciales o en un plan de desarrollo urbano. (Director de la Dirección General de 
Migración y Extranjería de Costa Rica, entrevista personal, 29 de agosto, 2009; Miem-
bro de la organización ambientalista Confraternidad Guanacasteca, entrevista perso-
nal, 8 de agosto, 2009; Director Ejecutivo de la Cámara Costarricense de Corredores de 
Bienes Raíces, entrevista personal, 24 de agosto, 2009).

b)	 Las reacciones del Estado costarricense ante la expansión del turismo  
residencial

En primera instancia, es importante aclarar que la posición asumida por el 
Estado con respecto al turismo residencial reflejó un desconocimiento por parte de 
varios órganos y funcionarios estatales del fenómeno del turismo residencial como 
forma de movilidad humana y como negocio, así como su comportamiento e impacto 
en otros países. Podría decirse incluso que el “boom inmobiliario” de 2002-2007 no 
fue vinculado por el Estado costarricense al turismo residencial. En parte ello se debe 
al hecho de que la construcción de infraestructura para este tipo de turismo no tuvo 
como objeto solamente su venta a turistas residenciales sino la especulación inmobi-
liaria.10 Además, es posible que la falta de datos sobre el número de turistas residen-
ciales en el país haya contribuido a no vincular la construcción de segundas viviendas 
con el arribo de este tipo de turistas.

En segundo lugar, diversos órganos y funcionarios del Estado expresaron 
posiciones contradictorias en lo relativo a la expansión del turismo residencial en 
Guanacaste. En este sentido, instituciones como la Dirección General de Migración 
y Extranjería, el Ministerio de Competitividad, las municipalidades guanacastecas y 
algunos diputados tendieron a mantener una posición favorable con respecto al tu-
rismo residencial. Este era visto como una entrada de inversión extranjera, como una 
forma de modernizar las zonas costeras y como un modo de dinamizar la economía 
de una provincia periférica en Costa Rica. Y es que, como se mostró en la sección dos, 
las arcas del Estado central y de las municipalidades se estaban viendo grandemente 
beneficiadas por la construcción de este tipo de infraestructura. A la vez, a raíz de 
las protestas de la sociedad civil, órganos como la Sala Constitucional, la Contraloría 
General de la República y la Defensoría de los Habitantes produjeron resoluciones 
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e informes que evidenciaron una reacción de rechazo a los excesos del sector del 
turismo residencial y a las irregularidades en su manejo, y en aplicación del marco 
jurídico costarricense que, como se explicó en otra sección, contiene una perspectiva 
fuerte de desarrollo sostenible.

Las contradicciones a lo interno del Estado se reflejaron en cambios en la nor-
mativa que regula la inversión en turismo residencial, pues se propusieron proyectos 
de ley que propiciarían su expansión, mientras que a la vez se creó normativa que fue 
en detrimento de este tipo de inversión. Un ejemplo de la política ambivalente del Es-
tado costarricense fue el caso del Parque Nacional Marino Las Baulas. En el año 2009, 
se propuso por primera vez en Costa Rica un proyecto de ley para cambiar el estatus 
de un parque nacional, de modo que se pudiera permitir la construcción de infraes-
tructura para el turismo residencial dentro del Parque Nacional Marino Las Baulas 
(Proyecto de Ley 17.383; Miembro de la organización ambientalista Bosques Nuestros, 
entrevista personal, 21 de agosto, 2009; Fonseca, 2009). Dicho proyecto pareció ser una 
reacción de sectores del Estado y de los inversionistas a la sentencia de la Sala Consti-
tucional que ordenó la demolición de torres de condominios en playa Tamarindo que 
se encontraban ubicados en la zona de amortiguamiento del Parque Nacional Baulas 
(Resolución de la Sala Constitucional de Costa Rica 8713-08). 

Otro proyecto de ley controversial a favor del turismo residencial fue el pro-
puesto en el 2009 para la regulación de marinas, las cuales constituyen una infraes-
tructura importante para los megaproyectos turísticos y las comunidades residencia-
les costeras. Pese a que la fragilidad de los territorios costeros y marinos en Costa Rica 
parece no permitir la construcción de marinas en casi ninguna parte del territorio 
(ICT, 2007), planes para construir marinas proliferaron en Costa Rica a partir de los no-
ventas. El proyecto de ley en cuestión propone periodos de concesión más largos para 
las marinas y propone concesiones temporales sin necesidad de estudios de impacto 
ambiental (Proyecto de Ley 14.836; Nelson, 2009). 

En cambio, algunos ejemplos de normativa producida durante el mismo pe-
riodo que restringió la expansión del turismo residencial fueron en primer lugar el 
decreto de 2008 que impuso un límite a la altura y a la densidad de las construcciones 
en áreas costeras (Decreto 34.456, conocido como el “Decreto Chorotega”). Este decreto 
fue una reacción del Poder Ejecutivo a la sobreconstrucción y a la contaminación de 
Playa Tamarindo en Guanacaste y Playa Jacó en Puntarenas. Otras acciones del Estado 
que pretendieron regular la expansión del turismo residencial en el año 2009 fueron 
el proyecto de ley que pretende regular las actividades de los agentes de bienes raíces 
(Proyecto de ley 17.595) y la ley aprobada en el 2008 conocida como “El impuesto a las 
casas de lujo” (Ley 8683).

 Las respuestas contradictorias por parte del Estado no solo se deben a un pro-
blema de planificación, de falta de información, de coordinación interinstitucional, 
o de debilidades en el marco jurídico e institucional. Tampoco se debe solamente al 
hecho de que el Estado no es una organización coherente, sino que por definición es 
un espacio que refleja las contradicciones sociales, y que como institución genera sus 
propias contradicciones (Oszlak, 1978: 19; Migdal, 1988: 16–18). Si bien estos elementos 
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ciertamente contribuyen a explicar el fenómeno en cuestión, el argumento central de 
este artículo es que la reacción ambivalente del Estado hacia la expansión del turismo 
residencial se debe en buena parte al hecho de que el país adoptó en su Plan Nacional 
de Desarrollo perspectivas incompatibles de desarrollo. De manera que, mientras que 
las políticas ambientales del país estaban dominadas por una perspectiva fuerte de 
desarrollo sostenible que privilegia la conservación ambiental, la política económica 
nacional respondió una perspectiva neoliberal que privilegiaba la liberalización del 
flujo de capital y los objetivos de crecimiento económico.

 Estas tensiones se hacen especialmente patentes en la política turística del 
país, el cual intenta priorizar la conservación y al mismo tiempo servir a los objetivos 
de atracción de inversión extranjera, incluso cuando esta no sea compatible con un 
modelo de desarrollo sostenible. Un ejemplo de ello es que en el año 2009, la Ofici-
na de Planeamiento del ICT y su ministro consideraban que el turismo residencial 
no es deseable porque no crea encadenamientos hacia atrás (backward linkages) en las 
economías locales y porque no genera los mismo niveles de empleo que el turismo 
vacacional. Asímismo, la administración del ICT consideraba que el turismo residen-
cial compite con el turismo vacacional por los mismos espacios y arruina el paisaje de 
las localidades turísticas (Director de Macro-procesos de Planeamiento y Desarrollo 
del ICT, Entrevista personal, 31 de julio, 2009; Ministro de Turismo de Costa Rica, 
entrevista personal, 3 de setiembre, 2009; ICT, 2006: 101). Por otro lado, pese a no fa-
vorecer al turismo residencial, el ICT sí apoyaba el nuevo modo de turismo basado en 
grandes hoteles de playa. Más aún, consecuente con la estrategia nacional de atracción 
de inversiones, pese a considerar al turismo residencial como no deseable, durante la 
administración Arias Sánchez (2006-2010) el ICT nunca concebió el poner obstáculos a 
la entrada de inversión extranjera de ningún tipo (Ministro de Turismo de Costa Rica, 
entrevista personal, 3 de setiembre, 2009). 

En conclusión, el Estado ha tendido a favorecer su política económica en vio-
lación de su normativa ambiental. Más aún, los obstáculos puestos por el Gobierno 
costarricense al sector del turismo residencial no fueron el resultado del diseño cuida-
doso de políticas públicas, sino que constituyeron meramente una reacción por parte 
de los órganos fiscalizadores del Estado a las irregularidades ocurridas en Guanacaste 
en violación del marco jurídico costarricense; reacciones que fueron catalizadas por las 
denuncias realizadas por comunidades guanacastecas y organizaciones ambientalistas.

El anterior argumento se ve sustentado en el hecho de que el turismo resi-
dencial fue declarado por el Estado costarricense como una actividad de “interés 
nacional” en enero de 2010 (Arce, 2010). Esta declaración se relaciona con el hecho 
de que durante el periodo de estudio, el gobierno de Costa Rica se encontraba di-
señando un ambicioso proyecto estatal de promoción del turismo residencial que 
pretendía atraer a ciudadanos estadounidenses en edad de jubilación a comunida-
des residenciales construidas en zonas de clima agradable en el país como Tilarán, 
en Guanacaste, y Orosi, en Cartago. Dichas comunidades cerradas serían edificadas 
con el asesoramiento de grandes hoteles que ya han construido este tipo de infraes-
tructura en Guanacaste, como el Four Seasons, el Marriot y el Hilton. A la vez, se 
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pretendía vincular al sector del turismo residencial con el del turismo médico me-
diante la creación de “ciudades de la salud”, en las que estarían radicados hospitales 
estadounidenses y clínicas privadas costarricenses como la Clínica Bíblica (Director 
de la Oficina de Planificación de la Dirección General de Migración y Extranjería de 
Costa Rica, entrevista Personal, 29 de agosto, 2009; Ministro de Competitividad, en-
trevista personal respondida por escrito, 31 de agosto, 2009). La iniciativa opera bajo 
la premisa sostenida por el entonces Ministro de Competitividad de que el turismo 
residencial puede ser más lucrativo que el turismo vacacional y que tiene un menor 
impacto ambiental (Ministro de Competitividad, entrevista personal respondida por 
escrito, 31 de agosto, 2009). 

6.	 Conclusiones
En Guanacaste se dio un incremento de la inversión en turismo residencial de 

proporciones épicas para el país y la región durante los años 2002 a 2007; inversión 
que solo fue detenida por la recesión económica en los Estados Unidos en el 2008. La 
expansión de este sector se dio en buena medida como resultado de las políticas del 
Estado costarricense de apoyo a los grandes megaproyectos turísticos. Pese a que el 
turismo residencial no estaba siendo abiertamente promovido por el Estado, los in-
versionistas inmobiliarios aprovecharon la política neoliberal de entrada irrestricta 
de inversión extranjera directa que implementa Costa Rica desde los años noventa. 
Del mismo modo, los inversionistas aprovecharon las óptimas condiciones económi-
cas (el bajo costo de los terrenos y de la mano de obra, y la popularidad creciente de 
Guanacaste como destino turístico), geográficas (la cercanía a Norteamérica y la llega-
da de vuelos directos a Guanacaste) y regulatorias (el marco regulatorio laxo para el 
negocio del turismo residencial) que hicieron de las zonas costeras de Guanacaste un 
mercado emergente para el negocio global del turismo residencial. 

El “boom” inmobiliario se dio al margen del modelo de desarrollo sostenible 
fuerte que ha sido impulsado por el mismo Estado de Costa Rica desde los años no-
venta. El choque entre la política económica y la política ambiental de Costa Rica, así 
como las debilidades en el marco jurídico e institucional del Estado, tuvieron como 
consecuencia respuestas contradictorias por parte de las instituciones estatales a la 
expansión del turismo residencial en Guanacaste y a su impacto ambiental y social 
negativo. No obstante, pese a las protestas de la sociedad civil y el evidente deterioro 
ambiental en los polos turísticos en Guanacaste, en última instancia tendió a preva-
lecer el apoyo por parte del Estado central y las municipalidades guanacastecas de 
cantones como Santa Cruz y Carrillo a los proyectos de turismo residencial. Dicho 
apoyo estatal culminó en el 2010 con la declaración del turismo residencial como una 
actividad de “interés nacional”.

Las tensiones a lo interno del Estado entre las políticas ambientales que prio-
rizan la conservación y la política económica neoliberal que prioriza el crecimiento 
económico y la inversión no son típicas de Costa Rica, sino que se encuentran en otros 
países de la región como Perú y Argentina. En todos los casos, hay una tendencia hacia 
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la marginalización de las políticas ambientales mediante su sectoralización, y en el es-
caso otorgamiento de recursos humanos y presupuestarios a las instituciones a cargo 
de la protección del medio ambiente (Acuña, 1999: 51). Como resultado de la reducción 
de las políticas ambientales y de la legislación ambiental a las instituciones que están a 
cargo de su implementación, los objetivos de conservación y protección de los recursos 
naturales son difícilmente cumplidos.

 Más aún, se da la situación en todos estos países de instituciones y ministerios 
con lógicas contradictorias y con perspectivas distintas sobre el manejo de los recursos 
naturales y lo que significa el desarrollo sostenible (Gabaldón y Rodríguez Becerra, 
2002: 48-49; Ministro de Planificación de Costa Rica, entrevista personal, 18 de agosto, 
2009). Costa Rica no ha sido la excepción. Aunque se precia de ser un Estado “verde” 
que promueve el turismo ecológico (“sin ingredientes artificiales”), como es el caso de 
varios Estados latinoamericanos, algunos sectores del Estado costarricense continúan 
percibiendo las políticas ambientales como obstáculos para el desarrollo económico 
y social (Guimarães y Bárcena, 2002: 17). Esta lógica adquiere sentido en un contexto 
internacional en el que, a pesar del calentamiento global y la pérdida de biodiversidad 
alrededor del mundo, las perspectivas de desarrollo sostenible deben competir con la 
globalización neoliberal que impide la imposición de obstáculos a la inversión en los 
países en desarrollo. De modo que no debe asumirse que en situaciones de conflictos 
socioambientales como los ocurridos en Guanacaste alrededor del turismo residencial 
el Estado va a privilegiar la sostenibilidad y poner límites a determinados modos de 
acumulación, o que siquiera es capaz de hacerlo (Conca y Lipschultz, 1993: 19–20). 

 Una mejor comprensión de la relación entre la política ambiental y la política 
económica del país podría permitir la ejecución de políticas ambientales transversa-
les que sean viables en el marco de un modelo económico capitalista neoliberal. Sin 
embargo, el Estado capitalista siempre tendrá que afrontar la contradicción de tener 
que simultáneamente proteger y explotar los recursos de los cuales depende material 
y políticamente (Ribot, 1993: 40). Esta contradicción es aún más profunda si se acepta 
la premisa marxista de que la explotación capitalista tiende a socavar las condiciones 
que permiten la producción de capital y la reproducción social, incluyendo las condi-
ciones físicas (Henderson, 2009: 276: Enzensberger, 1996: 46; O’Connor, 1996: 208). En 
otras palabras, un Estado “verde” como el costarricense vive la contradicción de tener 
que propiciar las condiciones para el éxito de negocios como el turismo residencial 
(Patullo, 1996: 30–33; Hein, 2002: 75), aun cuando este sector deteriora las condiciones 
materiales para la realización de la actividad turística, o cuando dicho modo de acu-
mulación tiene un impacto social y ambiental negativo.

Notas
1	 Este artículo se basa en mi tesis de maestría (Barrantes Reynolds, 2010), la cual fue financiada 

por la Universidad de Costa Rica y el Latin American Centre de la Universidad de Oxford. 

2	 El Banco Central de Costa Rica no se refiere explícitamente a la inversión en “turismo 
residencial”, un término que prácticamente no es usado en la normativa y documentos oficiales 
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costarricenses. Sin embargo, el BCCR aclaró en sus informes que cuando dice “inversión 
inmobiliaria” los datos se refieren a la adquisición por parte de no-residentes de condominios 
y segundas viviendas acompañadas de amenidades tales como campos de golf y piscinas, y 
que son compradas con el propósito de tener un lugar para vacacionar (BCCR, 2006a: 17; BCCR, 
2008: 15). Dicha explicación coincide con la definición de “turismo residencial” utilizada en 
este estudio.

3	 Es posible incluso que el crecimiento del sector turismo vacacional estuviera relacionado con el 
turismo residencial, ya que su crecimiento corresponde al arribo de grandes cadenas hoteleras 
que construyeron comunidades para turistas residenciales en sus predios (BCCR, 2008: 14).

4	 Costa Rica tiene un sistema de control constitucional concentrado de acuerdo con el cual 
solamente la Sala Constitucional puede legítimamente interpretar la Constitución Política 
y resolver asuntos relativos a la violación de derechos fundamentales, con la excepción 
de asuntos relativos a la política electoral. Las resoluciones de la Sala Constitucional son 
vinculantes erga omnes salvo para sí misma, y no hay ningún otro órgano judicial que pueda 
revisar sus resoluciones (Artículos 2, 13 y 14 de la Ley 7135).

5	 En Costa Rica, el derecho a la propiedad privada (Artículo 45 de la Constitución Política) 
no es un derecho individual absoluto, sino que tiene una dimensión social y una dimensión 
ambiental. Esto implica que el Estado tiene la potestad de imponer limitaciones al uso y goce 
de la propiedad (Resolución de la Sala Constitucional de Costa Rica 5893-95; Artículo 8 de la 
Ley 7788).

6	 Dado que el presente artículo se enfoca en una discusión sobre modelos de desarrollo, no se 
entrará a discutir los intereses y posiciones de los actores políticos a lo interno del Estado. 
Tampoco se examinará la falta de independencia de los órganos del Estado central y los 
gobiernos locales frente a los grupos inmobiliarios, aunque la investigación realizada en 
el 2009-2010 sobre el manejo del sector sí arrojó resultados en este sentido. Por ejemplo, la 
Contraloría General de la República identificó casos de corrupción en las municipalidades. 
También se dieron irregularidades que favorecieron a los desarrolladores en el manejo 
de la ZMT, la realización de evaluaciones de impacto ambiental y la realización de planes 
reguladores costeros. Finalmente, hubo una co-optación de espacios de participación de 
las comunidades a nivel local en el diseño de los planes reguladores, así como un manejo a 
favor de los inversionistas por parte de algunos órganos del Estado de los conflictos socio-
ambientales suscitados en Guanacaste alrededor de fuentes de agua potable, la pérdida de 
espacios públicos, la degradación ambiental y el desplazamiento de las comunidades costeras. 
(Barrantes Reynolds, 2010).

7	 Vale mencionar, no obstante, que la “masificación” de destinos turísticos en Guanacaste y 
Puntarenas dada la construcción de infraestructura para el turismo residencial también ha 
sido vinculada con el incremento del turismo de “casino y sexo” en las áreas costeras de 
Costa Rica (Desarrollador Tamarindo Oasis Condominiums, entrevista personal, 3 de agosto, 
2009) y con el lavado de dinero (Director Ejecutivo de la Cámara Costarricense de Corredores 
de Bienes Raíces, entrevista personal, 24 de agosto, 2009; Director de la Oficina General de 
Migración y Extranjería de Costa Rica, entrevista personal, 29 de agosto, 2009).

8	 En relación con el impacto social de la fragmentación del espacio ver también Caldeira (1996).

9	 Guanacaste es una de las provincias más pobres de Costa Rica (Fournier, 2009); los niveles 
de educación formal son bajos, (Sauma, 2007: 6; Ramírez Cover, 2008: 99) y entre el 2005 y 
2008 la región Chorotega tuvo una tasa de empleo de menos del 40% (Fournier, 2009: 16), 
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todo lo cual produce una oferta amplia de mano de obra no calificada. Nótese que la tasa de 
empleo en el sector primario en Guanacaste ha ido gradualmente en picada desde los años 
setenta (Fournier, 2009: 12-13). En cambio, en el año 2008, el 27% de la población trabajaba 
en actividades relacionadas con el sector turismo. Del mismo modo, para dicho año, el 11% 
de la población trabajaba en el sector de construcción (Fournier, 2009) el cual es un sector 
directamente vinculado al turismo residencial.

10	 Algunos entrevistados relacionaron la entrada masiva de inversión inmobiliaria a Guanacaste 
con la burbuja inmobiliaria en los Estados Unidos (Ministro de Planificación de Costa Rica, 
entrevista personal, 18 de agosto, 2009; Director Ejecutivo de la Cámara Costarricense de 
Hoteles, entrevista personal, 27 de agosto, 2009; Director Regional de GTU Desarrollos, 
entrevista personal, 3 de agosto, 2009). Esto quiere decir que la expansión de la infraestructura 
turística en Guanacaste fue en parte producto de la especulación inmobiliaria por parte de 
inversionistas no-residentes, así como del fenómeno conocido como “house flipping”, que 
consiste en la compra de casas y condominios, no para tenerlos como segunda vivienda, sino 
con el objeto de alquilarlos o revenderlos (Desarrollador Tamarindo Oasis Condominiums, 
entrevista personal, 3 de agosto, 2009). Lo ocurrido en Guanacaste es un indicio de que el 
turismo residencial como negocio es más cercano al sector económico de bienes raíces que al 
sector turismo, y que compite con este último por espacios (Mazón y Aledo, 2005: 28).
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